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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

            SALA UNITARIA CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, enero quince de dos mil nueve
Expediente: 66170-31-03-001-2007-00058-01
Al examen preliminar que corresponde a este proceso ordinario instaurado por Lucila Clavijo de Valencia contra la “Junta de Fomento de Dosquebradas”, se advierte, de entrada, la incursión en sendas causales de nulidad, insaneables ambas en las condiciones en que el mismo se ha desarrollado, que da al traste con lo actuado e impide a la Sala adoptar una decisión de fondo. 

Por un lado, para caer en la causal contemplada en el numeral 8ª del artículo 140 del C. de P. Civil, que contempla como tal el que no se practique en legal forma la notificación al demandado a su representante, o al apoderado de aquél o de éste, según el caso, del auto que admite la demanda o del mandamiento ejecutivo, o su corrección o adición, es necesario traer a cuento estas circunstancias:

La demanda se dirige contra la denominada “Junta de Fomento de Dosquebradas”, que según se lee en la escritura pública número 3771 del 25 de noviembre de 1970, es una institución sin fines de lucro (f. 4, c. 1), es decir, que se trata de una persona jurídica respecto de la cual, por no tratarse de la Nación, un departamento o un municipio, ni ser de creación constitucional o legal, debe acreditarse su existencia (art. 77, num. 3° del C. P. C.), y por no ser una de aquellas primeras entidades, es necesario demostrar también su representación (art. 77-4 del mismo código). 

Por supuesto que esa es carga que incumbe al demandante, a quien le impone esa misma norma aportar los documentos que prueben tales condiciones, pues de no hacerlo la demanda debe inadmitirse y rechazarse, si persiste en la omisión (art. 85 ibídem). Claro que la misma normativa le permite, si le es imposible, y sólo bajo esa condición, manifestar que no le es viable acompañar una u otra prueba, esto es, la de la existencia o la de la representación.  Precisamente el artículo 78 del estatuto procesal civil abre un abanico de posibilidades, cual de ellas más garantista del acceso adecuado a la administración de justicia. 

Pero para que esas alternativas puedan darse es menester que se cumplan unas exigencias: 
(i) que se afirme en la demanda que es imposible cumplir uno de tales requisitos. Si así no se hace, desde allí vendrá permeándose el debido proceso, porque es sólo bajo esa expresa manifestación, que por lo demás se hace con la solemnidad del juramento, que se puede proceder como señalan los incisos siguientes de la norma. 

(ii) que hecha tal aseveración por parte del demandante acerca de que no le es posible aportar la prueba de la existencia de la persona jurídica demandada, indique la oficina donde ella puede ser hallada, caso en el cual el juez, antes de admitir la demanda, debe librar un oficio al funcionario respectivo para que se la envíe y hecho así decidirá sobre la admisión. 

(iii)  que se afirme que se desconoce dónde se puede hallar la prueba de la existencia de la persona jurídica, pero se mencione el nombre de su representante legal y dónde puede ser hallado, evento en el cual el juez admite la demanda, dispone citar a quien se le atribuye esa calidad y le exige que presente la prueba de su representación y, a la vez, de la existencia de la persona jurídica o que manifieste bajo juramento que no lleva dicha representación. 

(iv) que el demandante ignore quién es el representante legal de la persona jurídica, o su domicilio o el lugar donde se encuentre la prueba de su representación.  Bajo una de estas circunstancias, además de las generales que señala el artículo 318 del C.P.C., es que procede el emplazamiento para facilitar que el proceso siga su curso. 
Basta leer el texto de la demanda incoada y revisar los anexos que con ella se arrimaron para establecer varias cosas, todas pasadas por alto por el juzgado al admitirla y con posterioridad durante todo el trámite: la primera, que no se aportó la prueba de la existencia y la representación de la entidad demandada, como era debido hacerlo, lo que tendría que haber conducido a la inadmisión de la misma, irregularidad que subsiste aún en el proceso.

La segunda, que no se afirmó, y eso también era imperativo, que la demandante estaba en imposibilidad de aportar la prueba de la existencia de la “Junta de Fomento de Dosquebradas” y de su representación; cuestión que en su momento se hubiera tenido que valorar, porque en la misma escritura pública arriba mencionada se precisó que la demandada fue creada mediante la Ordenanza 028 del 12 de octubre de 1959 de la Asamblea de Caldas, así que había, y hay, forma de indagar sobre ese primer requisito. 

Ahora bien, se señaló en la demanda, sin pedir la aplicación del artículo 78 del Código, que se desconocía el paradero del señor Uriel López, quien figura como representante legal de la entidad en el aludido instrumento público y con esa sola manifestación se emplazó, no a él, si no de manera directa a la  Junta de Fomento de Dosquebradas, cuando por lo menos se sabía, y así se señaló en el libelo inicial, quién podía ser el representante legal y, por tanto, era a éste, y en esa calidad, que había que emplazar. 

De manera que no sólo se omitió en el emplazamiento el nombre de dicho representante legal, sino que se partió para ello de un supuesto equivocado, porque para aplicar el artículo 318 en forma genérica, esta norma enseña que las posibilidades que existen para emplazar al demandado ocurren cuando se manifiesta que se desconoce la habitación o el lugar de trabajo de quien debe ser notificado, o se afirma que éste se encuentra ausente y se desconoce su paradero, o bien, con la vigencia de la Ley 794 de 2003, cuando habiéndosele comunicado que debe comparecer se devuelve el correo con la nota de que no reside o no trabaja en el lugar, ninguna circunstancia de las cuales se afirmó en la demanda u ocurrió durante el trámite. 

Y si de la aplicación del artículo 78 se trataba, se dijo y se insiste en que para su plena observancia deben cumplirse uno a uno los requisitos que allí se mencionan, comenzando por la manifestación expresa de que no es posible acompañar las pruebas de la existencia y representación de la persona jurídica demandada. 
Algo más, el emplazamiento que prevé el numeral 3ª del citado artículo 78, sólo puede ocurrir, en estricto sentido, cuando se ha demostrado la existencia de la persona jurídica que se demanda, porque, se insiste, lo que allí se precave es que se ignore el nombre del representante legal de la entidad (y aquí se conocía), la dirección donde puede localizarse o ambas circunstancias.  Y visto está que la prueba de la existencia de la Junta de Fomento de Dosquebradas, pudiendo haberse allegado, o al menos eso es lo que parece indicar la escritura pública referenciada, no obra en el plenario, cuestión que atañe a dos presupuestos del proceso: las capacidad para ser parte y la capacidad para comparecer al mismo. 

Y por otro lado, como si lo anterior fuera poco, también se erró en el llamado que se les hizo a personas indeterminadas, lo que conlleva el defecto de que trata el numeral 9° del artículo 140 del C.P.C.  Así se afirma, porque con las remisiones que hacen los artículos 62 y 137 del Decreto 2303 de 1989 al proceso ordinario, no cabe duda de que el emplazamiento debe ajustarse a lo previsto en la regla 6ª del artículo 407 del estatuto procesal civil, en virtud del cual el edicto debe expresar, entre otras cosas, la naturaleza del proceso y la clase de prescripción alegada, lo que se omitió en los que fueron aquí publicados (f. 64 a 66, c. 1), ya que sólo se dijo que se trataba de una “demanda ordinaria”, sin especificar que era de pertenencia o de prescripción adquisitiva y menos si esta es ordinaria o extraordinaria.  Y como dicho emplazamiento repercute en el derecho de defensa del demandado y, por ende, en el debido proceso, no se puede soslayar ninguna de estas exigencias, porque hacerlo conduce a que la notificación misma del auto admisorio estuvo antecedida de una circunstancia que apareja la mentada nulidad.  

Todo lo anterior conduce, inexorablemente, a que los llamados de la demandada y de las personas indeterminadas estuvieron precedidos de una serie de irregularidades que todavía circundan el proceso y que deben ser remediadas. 

La primera forma de hacerlo es declarando la nulidad de lo actuado desde cuando se dispusieron dichos emplazamientos inclusive, para que se proceda, a partir de allí, por parte del funcionario de primer grado como máximo director del proceso, a conjurar cualquier otra posibilidad de que se frustre la actuación, adoptando las medidas que correspondan para enderezar la causa. 
Entre ellas, además de procurar la notificación adecuada del auto admisorio de la demanda, deberá tener en cuenta que, como se dijo, del proceso no puede estar ausente la prueba de la existencia de la entidad demandada, pues ello conduciría a una sentencia inhibitoria por falta de capacidad para ser parte; adicionalmente, deberá verificarse la calidad del bien que se pretende usucapir, porque todo indica que aunque es rural no tiene la calidad de agrario y eso determinaría el procedimiento a seguir, pues las normas especiales del decreto 508 de 1974 aplican para terrenos de ésta última índole, que se caracterizan, no por su ubicación, sino por su explotación económica.  Para ese cometido, la inspección judicial que obliga en estos asuntos no puede ser tan escueta como la que se practicó, pues en ella se describen unos linderos que al parecer corresponden a un predio de mayor extensión al que se quiere usucapir, pero no se concretaron los del que es objeto de la demanda, ni se dijo cuál es su explotación económica que conduzca a establecer que es agrario, y este aspecto sí que es de trascendental importancia porque eventualmente podría estarse incurriendo en una causal de nulidad de mayor envergadura aún, dado que se le estaría imprimiendo a este proceso un trámite que no le corresponde, si al final resultara que el bien no es agrario, en cuyo caso el procedimiento a seguir sería el ordinario señalado en el Código de Procedimiento Civil y no el que prevén los Decretos 508 de 1974 y 2303 de 1989. 
En consecuencia, ya que las nulidades detectadas que en principio son saneables no pueden serlo aquí porque la parte pasiva fue emplazada, se declararán para que se rehaga la actuación desde la orden de emplazamiento de la demandada incluida en el auto admisorio de la demanda, y desde las publicaciones del edicto respecto de las personas indeterminadas, inclusive, sin perjuicio de que antes de reanudar el trámite se verifique la existencia de la Junta tantas veces mencionada, siguiendo las pautas arriba trazadas. 
Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA LA NULIDAD de lo actuado en este proceso promovido por Lucila Clavijo de Valencia contra  la Junta de Fomento de Dosquebradas, a partir de la orden de emplazamiento contenida en el auto admisorio de la demanda, incluyendo el que se hizo a las personas indeterminadas, para que desde allí se rehaga la actuación, ya que se incurrió en las causales de que tratan los numerales 8 y 9 del artículo 140 del C. de P. Civil. 
Esto sin perjuicio de que se verifique previamente la existencia de la entidad demandada y la naturaleza del bien a usucapir, con el propósito de evitar una sentencia inhibitoria u otra eventual nulidad. 
  



Notifíquese

   



El Magistrado,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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